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SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Mesa informa que en cuanto al primer punto del orden del día relativo a "Unión concubinaria. 
Regulación" seguimos a la espera de la comunicación del Poder Ejecutivo, por lo que propongo posponer su 
consideración para la semana próxima. 


Pasamos, ahora, a considerar el segundo punto que refiere a "Ciudadanos que residan en el exterior de la 
República. Se regula el ejercicio del derecho al voto". Les recuerdo que este es un proyecto remitido por el 
Poder Ejecutivo en marzo de 2005, que ha sido objeto de consideración por parte de esta Comisión durante 
largo tiempo y a la que han comparecido destacados constitucionalistas y mantenido intercambios políticos 
diversos. Hoy estaríamos en tiempo y en condiciones de pasar a la resolución de un tema que, además, 
despierta el interés de toda la colectividad uruguaya dispersa por los distintos países del mundo, la que a 
través de distintas notas, e inclusive con algunas postales realmente muy bonitas, nos ha manifestado su 
disposición para que el Parlamento resuelva de una vez por todas este tema. 


En el mes de abril de este año, luego de que la bancada de Gobierno resolviera incluir entre sus prioridades 
este asunto, remitimos nota a los miembros de esta Comisión y a las autoridades de los distintos lemas 


solicitando una postura sobre el tema y la buena voluntad para poder avanzar en la resolución del mismo. 


Si los señores Diputados están de acuerdo, pasaríamos al último tramo de la consideración de este proyecto. 


SEÑOR BERNINI.- Está claro que tenemos la voluntad política de ingresar en el tratamiento del tema 
del ejercicio del derecho del voto de los ciudadanos uruguayos residentes en el exterior 


Desde principios de 2005 este fue uno de los primeros proyectos remitidos por el Poder Ejecutivo. Si bien en 
el momento en el que se comenzó a analizar yo no integraba la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración, estuve analizando la versión taquigráfica de la sesión a la que 
concurrieron distintos profesores y catedráticos en materia de Derecho Constitucional quienes hicieron sus 
aportes. 


En primer lugar, a los efectos de la definición sobre las mayorías necesarias a nivel de ambas Cámaras para 
poder cambiar la ley electoral, está claro que a no ser uno solo de los catedráticos, el resto llegaba a la 
conclusión de que era necesario contar con una mayoría especial de dos tercios de votos. Este es un tema 
formal que obviamente acompañamos, pero antes de abordar el articulado concreto del proyecto de ley debo 
decir que lo que nos importa sobremanera es la consideración política del tema de fondo. Sería interesante 
intercambiar ideas con los colegas sobre si realmente estaríamos dispuestos -luego entraríamos a ver cuál 
sería el mejor mecanismo o la mejor herramienta- a analizar y a acordar la necesidad de que la diáspora de 
uruguayos que residen en el exterior pueda emitir su voto. Nunca se ha brindado una cifra totalmente probada 
acerca de cuántos serían los uruguayos que emigraron del país, pero sabemos que ronda los 500.000. Es un 
fenómeno que se comenzó a dar a principios de la década del sesenta, en la mayoría de los casos a partir de la 
búsqueda de oportunidades económicas y laborales que en este país no se encontraban. Obviamente, durante 
la dictadura hubo una gran emigración por persecución política y es cierto también que una vez recuperada la 
democracia muchas familias quedaron bastante desgarradas en ese sentido porque sus hijos permanecieron en 
el exterior; algunos han retornado y otros no. 


Lo cierto es que no podemos ocultar que existe una realidad que nos duele a todos por igual en cuanto a que 
en un país con alrededor de 3:300.000 habitantes, si hay 500.000 que residen en el exterior, estamos hablando 
de una proporción de ciudadanía que es muy difícil de igualar por países que tienen corrientes emigratorias 
como pueden ser los de la región o los de América Latina. La proporción de uruguayos que se ha ido a vivir 
en el exterior es impresionante, por lo que creo que el sistema político en general tiene la obligación de 
analizar cómo recuperar o estrechar vínculos de la mejor manera posible con estos ciudadanos. Es obvio que 
eso implica, entre otras cosas, políticas de Estado como la creación del Departamento 20 en la Cancillería de 
la República. Es bastante paradigmática la propia denominación de esta Dirección en cuanto a asumir que 
hay un departamento más en el exterior, de acuerdo con la división política que tiene el país. También se sabe 
que se ha impulsado la organización de estos ciudadanos en el exterior de una manera lo más institucional 
posible, con la creación de los Consejos Consultivos en aquellos lugares del mundo en donde reside un 
número importante de ciudadanos. Sin lugar a dudas, hasta tanto no se ha tratado de buscar este vínculo 
institucional, naturalmente los uruguayos se han organizado a través de asociaciones de residentes, etcétera. 
Estos Consejos Consultivos que se han ido fortaleciendo en todo este tránsito, que están vinculados 
directamente con los Consulados, con las Embajadas de cada país, desarrollaron un encuentro a fines del año 
pasado al que concurrieron más de cien delegados. A partir de un trabajo en talleres se realizaron una serie de 
propuestas, que fueron sintetizadas en la reunión plenaria de estos delegados. En el desarrollo de estas 
instancias participaron varios parlamentarios, y la mayor reivindicación común planteada fue la de recuperar 
derechos como ciudadanos, como lo define la propia Constitución. Pero debido a las distancias y a las 
dificultades que existen resulta prácticamente imposible poder ejercer el derecho al voto. Quienes cuentan 
con medios económicos y tienen voluntad de votar pueden concurrir al país a hacerlo, pero es una injusticia 
que quienes carecen de ellos y tienen voluntad de votar no lo puedan hacer. 


Este proyecto de ley, que se enmarca en una visión política de integración, de recuperación de derechos, de 
vínculos permanentes con la diáspora de uruguayos en el exterior, pretende precisamente que se recupere el 
derecho al voto y que se pueda ejercer. Naturalmente, la forma que se plantea es la del voto epistolar, con las 
garantías del caso establecidas en el articulado. 


No creo que sea el momento de ingresar en lo particular del tema; por lo tanto, sugiero que para iniciar su 
discusión definiéramos si todos tenemos voluntad política y estamos en sintonía en cuanto a que es 
imprescindible que estos ciudadanos de una vez por todas recuperen sus derechos, que tengan la posibilidad 
de ejercer el derecho máximo de cualquier ciudadano de una República como la nuestra en cuanto al ejercicio 
del voto pleno a través de los mecanismos que se manejan. El que se ha planteado, que ha tomado estado 
parlamentario, es uno de ellos, pero es un aspecto secundario a la hora de analizar si estamos de acuerdo con 
la recuperación de estos derechos y del ejercicio del voto en el exterior. Debemos buscar las herramientas 
más apropiadas, y entendemos que esta es una de ellas. Insisto en que está en discusión la posibilidad de que 


existan otras herramientas, en la medida en que estemos de acuerdo o en sintonía con la necesidad de que 
estos ciudadanos recuperen el derecho al voto. 


Creo que esta es una forma adecuada de presentar el tema, a los efectos de lograr un intercambio respecto al 
concepto político y a las herramientas planteadas. 


SEÑOR LORENZO.- Quiero señalar que en el primer año de esta Legislatura integré esta Comisión y 
participé activamente de esta discusión. 


Para ser práctico, quiero señalar que el Partido Nacional adelanta su voto contrario, con independencia de 
cual sea el mecanismo que se adopte para el otorgamiento del derecho a voto de los no residentes en la 
República. 


No creo que sea el momento de entrar en manifestaciones referidas al derecho, a la postergación, a todo lo 
que expresó recién el señor Diputado Bernini. En primer lugar, quiero señalar que uno de los fundamentos 
principales es el de la conveniencia en cuanto a optar por una tendencia que regula esto en el mundo, que 
también existe sobre todo en Constituciones más nuevas y siempre se pone como ejemplo las europeas. La 
más moderna, que es la ley fundamental de la República Federal Alemana, no otorga el derecho a voto en el 
extranjero, excepto a funcionarios que estén en misión oficial. En términos de tendencia -es un tema de 
política-, optamos por esa. En segundo término, entendemos la ciudadanía como un concepto integral y eso 
incluye no solo el derecho al voto, sino la obligación como ciudadano de estar sometido a las reglas de la 
República y, además, a cumplir con las obligaciones que tienen todos los demás. Por lo tanto, no nos parece 
conveniente desmembrar uno de los elementos que componen un concepto integral de ciudadanía. En tercer 
lugar, cualquier proyecto que lo habilite es inconstitucional. La Constitución nacional establece el derecho a 
voto girando alrededor de la residencia; usa el término "avecinarse" en algunos casos, y eso surge claramente 
en el otorgamiento del derecho a voto, aun a aquellos que no son ciudadanos, con quince años de residencia y 
actividad en el territorio nacional. Tanto el texto como el contexto de la Constitución dejan en claro que el 
concepto de residencia es central. Eso llevaría a pensar, inclusive, que alguien que no reside no tiene derecho 
a venir a votar. Pero ese es un tema más complicado. 


Por otra parte, en las opciones concretas que se pueden plantear para habilitar esta posibilidad hay problemas, 
tanto de constitucionalidad como de legalidad. Hay temas electorales para definir, como qué circunscripción 
les corresponde, en cuyo caso habría que distinguir a quién tienen derecho a votar. Hay algunas legislaciones 
que optan por el derecho a votar Presidente y legisladores de circunscripción nacional, pero no de 
circunscripción territorial menor a todo el territorio -valga la expresión-, que es una cuestión práctica. 


El voto epistolar es además doblemente inconstitucional, porque se agrega el elemento de que no se dan las 
condiciones que requiere el voto secreto en la legislación nacional. Lo único que lo garantizaría sería, no el 
voto epistolar, sino el voto consular, con la constitución de mesas electorales de la misma forma y con las 
mismas garantías que tienen las que se establecen en el país. Por supuesto, esto llevaría al extremo de lo que 
el doctor Cassinelli Muñoz anunció -no recuerdo si aquí o en otro ámbito- en cuanto a que eso podría llegar a 
ser inconstitucional porque es el Poder Ejecutivo el que lo define, pero eso sería hilar muy fino. No estaría 
tan de acuerdo con eso en caso de que se estableciera esa sutileza. 


Por lo tanto, me parece muy bien el planteo del señor Diputado Bernini en cuanto a tener una aproximación 
inicial para saber en qué tónica está cada uno de los sectores que integra el Parlamento, y basado en estos 
argumentos, por ese lado va la posición que manifiesto en este momento. 


SEÑOR ALONSO.- La posición del Partido Nacional, o por lo menos la que nosotros conocemos de los 
distintos sectores del Partido, está alineada con lo que dijo el señor Diputado Lorenzo. Quiero hacer un 
comentario, porque el señor Diputado Bernini ha hecho una muy buena presentación del proyecto y 
una contextualización del tratamiento de dicha iniciativa. No escapa que uno de los elementos centrales 
es la asunción de la necesidad de contar con mayorías especiales para la aprobación de dicho proyecto. 
Sin duda alguna, presenta al trabajo de la Comisión la inquietud de procurar tener equilibrios entre 
tiempo asignado al tratamiento y expectativa de éxito o de que prospere el proyecto. En ese caso, creo 
que esta primera ronda de posicionamiento político es saludable, en la medida en que también se hace 
en el marco de lo que planteó el señor Diputado Bernini sobre la posición que se tiene respecto a las 
mayorías especiales. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Borsari Brenna) 


SEÑOR ORTUÑO.- La Comisión está considerando, ya en tiempos de definición, un proyecto que 
pensamos es realmente importante, no solo desde el punto de vista de nuestra fuerza política, el Frente 
Amplio, sino del conjunto del sistema político. Si hay un tema sobre el que debemos hacer esfuerzos 
por tener una política de Estado, me parece que es el que refiere al proyecto que tenemos en 
consideración, que no es ni más ni menos que la política de vinculación y de reconocimiento de 
derechos que nuestro país asume con relación a los compatriotas que han debido migrar, constituyendo 
un fenómeno social muy importante. Creo que este es el tema de fondo. Tal como ha planteado el señor 
Diputado Bernini, comparto que hay en nuestra sociedad uruguaya una serie de fracturas que se ha 
generado en las últimas décadas, y esta es una de esas que debemos asumir. 


He insistido -quiero reiterarlo hoy- en que el fenómeno de la emigración, de los que se van del país no es una 
suma de decisiones ni de fenómenos individuales -tal o cual amigo o familiar se fue a Italia, España, Estados 
Unidos de América o a diversos destinos-, sino que, a esta altura, por las dimensiones que tiene este tema, es 
un problema de toda la sociedad. El Uruguay ha pasado de tener una sociedad de inmigración a tener una de 
emigración. Y este es un tema de primer orden que creo debemos abordar desde la perspectiva de la voluntad 
de la sociedad uruguaya de asumirlo -en tiempos en que todavía se siguen yendo compatriotas- y desde la 
voluntad del Estado, de los actores políticos, de asumir políticas de vinculación. ¡Y por qué no pensar en 
políticas de repatriación en algún contexto futuro! Nos parece que es el tema central. Nos ofrece la 
posibilidad -creo yo- de avanzar en el concepto, no solo de ciudadanía, sino de nación que estamos 
impulsando y que nos convoca a tener, precisamente, políticas de Estado, de desarrollo de la identidad 
nacional, de la comunidad del Uruguay -yo decía de la nación, en algún artículo que he publicado en estos 
días- con una amplitud mayor a la que históricamente hemos tenido y acorde a estos tiempos del mundo 
globalizado, donde la pertenencia a una comunidad nacional no solo se define por la residencia sino, como es 
sabido, por muchas otras cosas, que son la pertenencia de un pasado común, de una cultura, de una identidad 
y, sobre todo, de un proyecto común, que creo que el Uruguay debe construir. En ese proyecto y en esa visión 
de nación quienes se han ido tienen un lugar, tienen mucho para aportar al país y forman parte de la nación en 
un sentido amplio. Ellos lo sienten así y se han manifestado de ese modo. Se están organizando en los 
distintos países, porque en todos los continentes hay uruguayos que quieren mantener vínculos con el país. 
Me parece que el primer paso -importantísimo- en este camino es el reconocimiento de algo que, desde 
nuestro punto de vista, está establecido en el artículo 77 de la Constitución. Pero, más allá de lo legal, creo 
que políticamente es conveniente dar una señal: el reconocimiento de que los uruguayos y las uruguayas que 
están fuera de nuestras fronteras son ciudadanos del país y que la ciudadanía tiene en su concepto más 
amplio. Sin duda, el valor de participar, de pertenecer, de poder incidir y de decidir en las cuestiones del 
conjunto de la comunidad existe, pero también tienen, fundamentalmente, el derecho a elegir y a ser elegidos 
para mejor aportar en esa construcción colectiva. 


Ahora me voy a referir al enfoque jurídico. En la discusión que hemos tenido en la Comisión, escuchamos los 
argumentos que planteaban la inconstitucionalidad de esta iniciativa -que volvemos a presentar como en otras 
Legislaturas- en este nuevo Período. Francamente, queremos decir que no compartimos esos argumentos. 
Creemos que realmente este proyecto de ley que otorga el derecho al voto a uruguayos y a uruguayas que 
viven en el exterior está amparado por la Constitución. Es más: como ha dicho aquí algún destacado 
constitucionalista, no solo está amparado, sino que manda y obliga a garantizar, no solo el derecho, sino la 
obligatoriedad del voto, que debemos dar a partir de la legislación. 


Se puede hacer una interpretación más global e integral del texto constitucional, en el sentido de delimitar 
con claridad cuál es el alcance que da el texto al concepto de soberanía de la nación y a su ejercicio por parte 
de todo el cuerpo electoral, sin distinción de residencia, aunque admitimos que cuando se habla de la 
ciudadanía y de los mecanismos para obtenerla, aparece el concepto de "avecinarse", que es, creo yo, el que 
induce a discusión en estos temas. Inclusive, en estos días el Senado ha tratado este proyecto y tenemos 
entendido que Senadores de todos los partidos coinciden en la necesidad de legislar o de echar luz en este 
precepto constitucional porque, efectivamente, también es bueno decir que fue creado en otro contexto 
histórico. Pensamos que los marcos legales, sin duda, deben tener un diálogo muy fluido con las realidades 
sociales y con las situaciones por las que atraviesan las sociedades a las que regulan. No tengo ninguna duda 
en afirmar que la Constitución responde en estos temas a la realidad de los tiempos en que fue redactada, que 
es muy distinto al actual. El fenómeno de la emigración en los tiempos en que estos artículos fueron 


redactados no existían como tales. Por el contrario, insisto, el Uruguay abría sus puertas y recibía en fuertes 
oleadas a inmigrantes de otras partes del mundo. 


Por lo tanto, el concepto de nación, el concepto de ciudadanía que se expresa allí no pudo nunca tener en 
cuenta una situación que nos ha abrumado en las últimas décadas y que creemos que debe ser recogida a la 
hora del reconocimiento de los derechos. 


Es un tema que responde a una realidad social muy fuerte y es bueno que respondamos en forma conjunta 
con políticas de Estado, reconociendo derechos y estableciendo a partir de ello políticas de vinculación, como 
se está haciendo, y a ello refería el señor Diputado preopinante. 


En tercer lugar, debemos avanzar en este sentido, como lo han hecho muchos países y muchas sociedades del 
mundo, inclusive con realidades de emigración distintas a la nuestra. En esto tengo un matiz con el planteo 
que hacía uno de los Diputados preopinantes respecto de cuáles son las tendencias de la legislación moderna 
internacional. Tengo aquí informes muy contundentes: hay setenta países del mundo -¡setenta!- que tienen 
mecanismos de voto para los ciudadanos que residen en el exterior. En nuestro continente es abrumador, pero 
también se da en otros. Tengo aquí un sobre de votación. En Uruguay esto es algo conocido porque hay 
colectividades europeas con mucho peso y nos hemos acostumbrado a ver cómo los respectivos Estados 
envían estos sobres. En este caso, tengo un sobre de Italia, pero también podríamos poner el ejemplo de 
España y de otros países de Europa que envían estos sobres para que sus residentes en el exterior puedan 
votar. 


De manera que esta no es una innovación que estamos planteando nosotros, aunque ello no sería un 
impedimento para avanzar, porque también es bueno innovar. Sin embargo, en este caso, no es una 
innovación. Como decía, hay setenta países en el mundo que tienen este mecanismo. Por lo tanto, nos parece 
que deberíamos sumarnos y avanzar en este sentido. 


Finalmente, quiero decir que hemos recibido a través de distintos mecanismos, la voluntad expresa y -yo 
diría- militante de los uruguayos que residen en el exterior, en cuanto a que se les reconozca un derecho que 
la Constitución les garantiza. Así nos lo han hecho saber, tanto a través de las notas que ha recibido la 
Comisión como individualmente, y también por el mecanismo de la página web que habilitáramos hace un 
tiempo para mantener un contacto directo y consultar la opinión sobre estos temas, en la que hemos tenido 
una respuesta que desbordó nuestras expectativas, con más de dos mil o tres mil opiniones fundamentadas de 
uruguayos de todos los continentes, expresando por qué quieren votar y por qué se sienten parte de nuestra 
nación, de nuestro país, y quieren participar en él como ciudadanos. 


Como expresaba el señor Diputado Bernini, hemos manifestado nuestra voluntad de diálogo y de búsqueda 
de acuerdos, porque creemos que efectivamente este es un tema de todos y porque hemos escuchado a líderes 
políticos de todos los partidos referirse con sensibilidad a este asunto. También es cierto que hemos 
convocado a todos los partidos y a sus autoridades a dialogar sobre este tema hace unos meses y no hemos 
logrado avanzar. Compartimos que tiene que haber un equilibrio entre los tiempos de consideración de los 
temas y el trabajo que tiene que encarar la Comisión, por lo que creemos que estamos en el momento de 
definir. Nos parece que hoy o en las próximas sesiones debemos votar el proyecto para cerrar la etapa 
parlamentaria y, eventualmente, tener las manos libres para abrir otras. Creemos que este es uno de los temas 
que requiere una solución legal, o inclusive constitucional, si se entiende que ese es el mecanismo para 
solucionar el asunto, mediante la expresión de todos los ciudadanos en una consulta sobre el particular. 


Gracias. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ortuño). 


SEÑOR SALSAMENDI.- Objetivamente y sin ninguna duda, creo que este de los proyectos más 
importantes que tenemos a estudio en esta Legislatura. Tiene una incidencia histórica, en el sentido 
más específico y concreto del término. En mi opinión, y en la de todos los que han trabajado en esto, 
implica una modificación realmente importante. 


Algunas de las cosas que planteó el señor Diputado Lorenzo son una base interesante de discusión y algunos 
planteos del Partido Nacional que hemos leído estos días parecen abrir un panorama interesante. Creo que ahí 


hay una buena base a los efectos de poder discutir y debatir. Lo más importante sería lograr que este proyecto 
pudiera salir ahora. Digo ahora porque lo contrario -sin adelantar posiciones- debería ser seguir el camino 
necesario, imprescindible, de una reforma constitucional, que además no tengo duda alguna de que tendría 
aprobación en este Uruguay. 


Se dijeron ciertas cosas. Resulta obvio que Alemania no es una sociedad de emigrantes. Algunas cosas no se 
plantean en función de que el problema no existe. Y las constituciones no son instrumentos teóricos 
diseñados lo mejor posible para que las analice gente de otros países. Las constituciones son acuerdos a los 
que se llega en un territorio determinado en un momento concreto y responden, por lo tanto, a la realidad que 
allí se tenga. Obviamente, no es la realidad de Alemania. 


Coincido en casi todo lo que han planteado los señores Diputados Bernini y Ortuño y no voy a agregar 
mucho más. Ambos han trabajado fuertemente en este tema, en particular, el querido compañero Ortuño lo ha 
hecho de manera incansable. Sí quiero rescatar lo que él señaló: la necesidad de un proyecto nacional, 
imprescindible para este país a efectos de la reafirmación de la nacionalidad y la ya a esta altura recurrente 
discusión sobre la identidad nacional, que requiere necesariamente que todos los uruguayos tengan, como 
mínimo, los mismos derechos. Es cierto que sus obligaciones serán diferentes en función de los lugares en 
que estén, pero también es verdad que permanentemente estamos invitando al mundo a participar de la 
aventura de un país llamado Uruguay, y entonces, ¿cómo no vamos a invitar a nuestros queridos 
compatriotas? Nos parece absolutamente inevitable, imprescindible. Más aún: arriesgaría a decir que si 
hubiera que ir a una reforma constitucional, quizás habría que analizar otras disposiciones, como el artículo 
74, y ver sí sólo los hijos de uruguayos son uruguayos y si tienen que avecinarse para serlo. En fin, 
podríamos analizar muchas cosas, precisamente en la línea de que Uruguay es un país con un profundo 
problema demográfico. No tengo duda de que estructuralmente ese es el principal problema que tenemos, por 
lo que todo lo que ayude en ese sentido es bienvenido. Cuando uno invita a alguien a participar en la vida 
pública y a elegir, como en este caso... perdón, no invita, favorece la posibilidad de que alguien lo haga, es 
inevitable que ese alguien participe con mucho más calor de las situaciones en las que vive el país. 
Francamente, creo que mucho más que un derecho o una obligación es una necesidad del Uruguay y de los 
uruguayos; es la necesidad de un país pequeño. No olvidemos que las Naciones Unidas, en algún momento y 
de acuerdo con el porcentaje de población que tenemos en el exterior, nos colocó junto a países que han 
sufrido guerras, cataclismos, etcétera. Es muy fuerte, muy importante lo que nos ocurrió y nos continúa 
ocurriendo en materia de emigración. Podremos discutir las causas, etcétera; ustedes saben que en estos días 
se llevó a cabo un debate muy interesante, en mi opinión, sobre por qué se producía, se produce y se 
continuará produciendo -no lo sé- el fenómeno de que los uruguayos se vayan al exterior. Sigo creyendo que, 
entre otras cosas, los uruguayos continúan con su estándar de comparación, que sigue siendo 
extraordinariamente alto; pasa como en el fútbol, que en lugar de compararnos con países como Colombia o 
Chile nos comparamos con Alemania, con Italia o con Brasil, con los campeones del mundo. En otras cosas, 
creo que aquí nos pasa lo mismo. Esto representa necesidades reales de gente que, en mi opinión, porque los 
conozco personalmente, teniendo condiciones para vivir en forma digna, igual deciden que tendrían 
posibilidades de vivir mejor. 


Independientemente de todo esto, insisto en que este es un debate importante que debemos dar. Me parece 
que no es bueno -vamos a decirlo claramente- seguir parando el proyecto sin tratarlo, sin expedirnos 
concretamente sobre él, sin señalar dónde están las voluntades políticas de un lado y del otro, sin dar una 
señal clara a quienes viven en el exterior y a quienes viven aquí, porque estamos convencidos de que la 
mayoría de los que viven en el exterior y, de acuerdo a determinadas mediciones que conocemos, la mayoría 
del pueblo uruguayo, para mi gusto, sigue teniendo la hermosísima posibilidad de seguir viviendo en este 
territorio. 


Entonces tratemos de avanzar; alguno de los planteos que se hicieron pueden llegar a ser atendibles, de lo 
contrario, lamentaremos mucho que no nos hayamos podido poner de acuerdo, las voluntades quedarán 
expresadas y se verá cuáles serán los caminos a seguir. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Nosotros también opinamos de la misma forma en que lo ha hecho el 
señor Diputado Lorenzo respecto de que vamos a votar negativamente este proyecto de ley, por 
distintas razones. Una de ellas es la que se ha venido manejando, es decir, que es necesario que el 
ciudadano, la persona de nuestra nacionalidad, se avecine en el país. Precisamente, el criterio que se 
debe adoptar es el de compilar, compaginar todas las disposiciones de la Constitución de la República 


y, a partir de ello, se puede deducir con claridad que el derecho al voto tiene ese componente 
imprescindible como es el del avecinamiento. 


Cassinelli Muñoz, uno de los profesores que compareció en la Comisión, dijo en una de sus intervenciones: 
"Una persona que está fuera del país no sufre ni goza las consecuencias de las legislaciones o del mal o buen 
gobierno. Por este motivo, la solución de que participen en las leyes no tendría justificación democrática. 
Inclusive, tradicionalmente, en su historia Uruguay ha sostenido en materia de derecho internacional privado 
la doctrina del domicilio y no la de la nacionalidad". El señor Diputado Lorenzo me agrega que en tributaria 
también; estamos de acuerdo. 


Cassinelli seguía diciendo: "Que yo tenga derecho a participar en la sanción de una ley o en la elección de un 
gobernante, democráticamente se justifica en la medida en que esa ley o ese gobernante vaya a beneficiar o a 
perjudicar mi posición". Cassinelli incluso va más allá del tema formal del artículo 77; dice que este proyecto 
es de dudosa constitucionalidad y luego desarrolla su pensamiento, expresando en forma terminante que esta 
ley sería inconstitucional. Vaya lío en el cual nos meteríamos, ¿no? 


Voy a seguir repasando alguna de sus afirmaciones. Dice Cassinelli: "¿Quiere decir que Uruguay 
considera..." 


SEÑOR SALSAMENDI.- ¿Me permite una brevísima interrupción, señor Diputado? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Sí, le voy a permitir por única vez una interrupción, porque quisiera 
redondear mi pensamiento. Yo he escuchado tranquilamente a todos los que han expuesto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Simplemente quisiera dejar una constancia y realizar una consulta. 


Obviamente, he leído las afirmaciones del doctor Cassinelli, no con relación a la constitucionalidad o no sino 
en cuanto a lo que señala respecto a si la gente que está en el exterior debe participar o no. Es una postura 
política del doctor Cassinelli Muñoz; y está bien, yo entiendo. ¿Quién le puede negar al doctor Cassinelli 
Muñoz la posibilidad de dar una opinión política sobre el tema? Él dice que eso no sería democrático pero, 
¿cómo se compatibiliza eso con setenta países con regímenes completamente democráticos -salvo que acá 
pensemos diferente- que tienen instaurado este sistema, y prácticamente todos los países de América Latina? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Yo no sé si el señor Diputado Salsamendi está proponiendo que venga 
nuevamente el doctor Cassinelli porque, como es obvio, yo no voy a contestar por él. Con mucho gusto, 


si usted quiere, señor Presidente, lo invitamos otra vez. 


(Interrupción del señor Representante Salsamendi) 


Prosigo con el hilo conductor de nuestro razonamiento para luego concluir. 


Dice el doctor Cassinelli en otra parte de su alocución: "¿Quiere decir que Uruguay considera que quienes no 
son habitantes no merecen protección? No; lo que ocurre es que Uruguay es consciente de que como un 
Estado no puede imponer su voluntad fuera de fronteras, solo puede comprometerse a proteger el goce de los 
derechos de las personas que estén en su territorio". Y remata esa primera, corta y concluyente exposición: 
"Por otra parte, algunos artículos de la Constitución, como por ejemplo los artículos 81 y 75, se refieren al 
avecinamiento" -concepto que usé al principio y que creo que es fundamental- "y a la residencia habitual 
como criterios a tomar en cuenta a los efectos de la ciudadanía. El espíritu que tienen esas disposiciones, que 
las hace coherentes y razonables, es que no merecen tener la participación como ciudadanos electores o 
elegibles ni en referendos o plebiscitos quienes no tienen un vínculo espacial con Uruguay”. 


Eso es lo que podríamos llamar el criterio general o la razón de que no me convenza de la constitucionalidad 
de este proyecto. Reconozco que el asunto es discutible. Estimo a quienes opinan contrariamente a esto, pero 
pienso que dentro de la arquitectura general de la Constitución uruguaya, la existencia de personas que van a 
decidir referendos, plebiscitos o elecciones desde fuera del país no tendrían una base constitucional para 
merecer tener el derecho al voto". Coincido plenamente con el doctor Cassinelli Muñoz. Con relación a las 
expresiones que se han dicho por parte de algunos legisladores en el sentido de que hay que dar, por ejemplo, 


una señal política, debo decir que estas no son cuestiones de señales políticas, esto es cuestión de ceñirnos a 
la Constitución de la República, primero. Si no es modificada, tenemos que seguir rigiéndonos por ella. 


En cuanto a las señales políticas y a la importancia de este proyecto, creo que esta iniciativa no reviste la 
importancia que se le quiere dar. No me parece que este sea un proyecto de ley que haga a la esencia de 
nuestra Nación ni nada por el estilo. La fundamentación de otros países para consagrar en sus legislaciones el 
derecho al voto de sus conciudadanos cuando se van del país, surge de una concepción muy antigua que 
viene del Imperio Romano, de los países imperialistas, con espíritu imperialista. La ciudadanía seguía a 
aquellos que se iban del país allí donde estuvieren. El "ius sangui" -en doctrina así se llama- seguía a las 
personas cuando estas estaban en otros países. Ese es un concepto que países que han conquistado territorios 
en el extranjero, fuera de sus fronteras, utilizaron mucho y yo creo que esto es un resabio de eso. Nuestro 
país, que por definición nunca fue ni será un país de ese tipo, creo que no tiene por qué plegarse a esa 
corriente de pensamiento o a esa corriente legislativa. Creo que precisamente debemos coincidir en que en el 
contexto de nuestra Constitución el concepto del avecinamiento es una parte fundamental para definir nuestra 
nacionalidad. 


También decía el doctor Cassinelli Muñoz en su comparecencia: "La Constitución habla varias veces de 
residencia y de residencia habitual cuando habla de los ciudadanos legales, y de recuperar el ejercicio del 
derecho a la ciudadanía avecinándose en el país e inscribiéndose en el Registro Cívico. Dicha inscripción es 
con localización en el territorio nacional". Es decir que se requiere el avecinamiento, la constitución de un 
domicilio en el país. Digo esto atendiendo a la constitucionalidad del asunto, que no me parece un tema 
menor. 


Respecto al tema que se ha llamado formal, relativo a las mayorías que se requieren, me parece muy 
importante dejar nuestra opinión en el sentido de que se requieren dos tercios para aprobar este tipo de 
proyectos de ley. También podemos traer la opinión del doctor Semino que compareció a la Comisión, y dijo: 
"Desde mi punto de vista, quienes están fuera del país voluntariamente u obligados [...] no pueden votar 
porque al cruzar las fronteras nacionales han dejado de pertenecer a la comunidad política". Aquí se atiende 
otra vez al avecinamiento. Y Continúa: "No los hemos excluido ni transformado en parias, porque si esas 
personas vuelven al país, se reintegran a la comunidad política". Agrega más adelante: "Con este proyecto de 
ley se permitirá que gente que está fuera del país resuelva sin responsabilidad y sin las garantías que 
establece la legislación nacional". Y afirma que cree claro que se requieren dos tercios de votos para 
modificar esto. Dice el doctor Semino: "Me parece muy claro que este proyecto refiere a normas que hacen a 
las garantías y a las formas de elección y que por lo tanto se requieren los dos tercios de votos". Asimismo, el 
doctor Risso Ferrand opina coincidentemente con la exigencia de los dos tercios de votos. 


Por lo tanto, desde el punto de vista del fondo del asunto, y atendiendo a que se puede confundir la razón por 
la cual hay naciones, países, Estados, que han consagrado en su legislación este tipo de normas, reitero que es 
algo que viene de muy antiguo y en un espíritu que nuestro país no comparte, no compartió ni compartirá. 
Pero además hay razones prácticas. Es decir, quienes sufren o quienes se benefician de las acciones de un 
Gobierno son quienes se avecinan en un país, y este me parece un concepto fundamental, no solamente 
porque se ha manejado desde el punto de vista de su consagración constitucional, sino por un sentido 
práctico. Me parece que si -con razón- nuestra Constitución lo consagra es porque quienes van a sufrir o a 
beneficiarse de las acciones de Gobierno deben ser elegidos por quienes viven en el país. 


Por estas razones, a cuenta de mayor cantidad cuando se dé la discusión de este proyecto de ley en el plenario 
-si es que se produce-, nosotros vamos a votar negativamente esta iniciativa. 


SEÑOR LORENZO.- No hice referencia a este punto porque me pareció que no era necesario. Hubo 
dos manifestaciones categóricas en ese sentido en el seno de la Comisión en cuanto a las mayorías 
requeridas para la aprobación de un proyecto de ley de estas características. Una fue la del señor 
Diputado Gamou, quien en este ámbito hizo referencia a que era clara la necesidad de los dos tercios 
de votos, y otra fue en la comparecencia del señor Ministro de Relaciones Exteriores junto con su 
asesor, el doctor Korzeniak. Este último manifestó claramente esto. Creo que son muy rebuscadas las 
teorías sobre las que se basa una mayoría distinta. Estamos regulando el derecho al voto y eso está 
claro en la Constitución. Se podría enganchar con lo que requiere el voto secreto obligatorio para su 
regulación, pero en este caso es distinto, no estamos regulando la obligatoriedad del voto o las 


condiciones en las cuales se considera secreto, para lo cual se requiere una mayoría absoluta, sino que 
vamos más allá. 


La intención de la bancada del Partido Nacional en ningún momento ha sido parar la discusión. Además, no 
tiene la fuerza en cuanto a votos para hacerlo. Si la discusión se dejó en 2005 y se está retomando este año no 
es porque nosotros hayamos pretendido frenarla. Digo esto explícitamente porque esa no es la intención. De 
hecho, me parece importante pronunciarse categóricamente sobre si uno está a favor o en contra. 


En cuanto a lo que ha discurrido de esta discusión, me parece importante marcar, en primer lugar, que las 
objeciones son formales, sí, pero no solo formales. Eso es importante. Hay temas que tienen que ver con la 
constitucionalidad, con que si el voto epistolar en la forma en que se está planteando sería, además, adecuado 
para lo que también establece la Constitución, que es que el voto sea secreto. Son dos cosas distintas. Ese es 
un punto. Pero acá hay un tema de fondo. Cuando nosotros decimos que vamos a votar en contra de este 
proyecto no es porque nos parezca inconstitucional sino porque estamos en contra de que voten los 
uruguayos que residen en el extranjero. Punto. Lo digo claramente. Esto no significa que tengamos una 
posición contraria o que no estemos de acuerdo con políticas de Estado tendientes a considerar de una 
manera inclusiva a esa diáspora, que efectivamente constituye un drama del país. Lo es, además, porque se da 
con características muy particulares, tanto las motivadas por razones políticas como las que se deben a 
razones económicas. Las personas que se van -todas somos iguales- tienen una especial forma de ser que 
hace que se vayan, en algunos casos obligadas por condiciones socioeconómicas y, en otros, por su propia 
voluntad. Son personas que estando acá podrían hacer un aporte importante, dinamizador, de hecho, lo hacen 
en los países donde están; son reconocidos por sus capacidades y habilidades particulares. A nosotros nos 
parece bien encarar esa inclusión y también tratar de parar este proceso. En ese sentido, es evidente -al 
contrario de lo que se afirmaba en otras épocas- que no alcanza con cambiar un Gobierno. 


El hecho de que la gente se esté yendo no es culpa de este Gobierno, pero tampoco es culpa de los anteriores 
en sus medidas concretas; es un proceso socioeconómico muy peculiar, que hace que hoy, aun en condiciones 
económicas favorables, haya gente que opte por irse del país. Creo que este hecho tiene algo que ver con lo 
que decía el señor Diputado Salsamendi, pero no solo con eso. Tomo lo que dijo el señor Diputado y agrego 
otra reflexión, que se puede compartir o no. Se trata de un proceso de comportamiento humano en una 
sociedad distinta. Estamos en la era de la sociedad de la información, ya no en la etapa de la sociedad 
tradicional o la industrial; es otro mundo. Es un mundo en el que están desapareciendo ciertas 
intermediaciones entre el ciudadano y las instituciones que lo representan. Es un mundo en el cual está 
desapareciendo el concepto del Estado-nación; y está desapareciendo porque hay procesos institucionales de 
integración regional que lo hacen efectivamente desaparecer o lo debilitan, o porque aun cuando se mantiene 
o no como una referencia territorial, hay una realidad que hace que termine pasando eso. 


El hecho de que haya países -como efectivamente los hay y en ese número- que establecen el derecho de voto 
a los que residen en el exterior de sus territorios, obedece a distintas causas. Una de ellas es efectivamente la 
que planteó el señor Diputado Borsari Brenna, que refiere a países que con la concepción de nacionalidad no 
necesariamente imperial -algunos de ellos sí- planteaban la necesidad de que votaran sus ciudadanos en el 
extranjero. El ejemplo de Alemania viene al caso porque fue imperial y tuvo residentes en el extranjero. Los 
checos lamentablemente son un mal antecedente de esa situación previo a la Segunda Guerra Mundial. Son 
distintas las razones por las cuales se da el voto en el extranjero. En Europa es por lo que he dicho y en 
Latinoamérica es efectivamente por las grandes corrientes migratorias, sobre todo de ciudadanos 
latinoamericanos hacia Estados Unidos de América. Esos países tratan de mantener varios vínculos: el 
económico, por el aporte que reciben y el del sentido de pertenencia, eligiendo a los gobernantes. Creo que 
eso es inconveniente. 


Efectivamente, el concepto de ciudadanía involucra sufrir o aprovecharse del efecto de sus decisiones. Y en 
caso de que aceptáramos que quien está en el extranjero tiene derechos, deberá estar compensado por 
obligaciones de la misma naturaleza que tienen los que residen en el país. En este caso me voy a referir al 
concepto de la ciudadanía integral, que no es un invento de la derecha antidemocrática; es un concepto que se 
maneja hoy en entidades políticas modernas, que se refleja además en el diseño institucional. Observando 
tendencias mundiales, en Europa por ejemplo, donde el voto en el extranjero es muy fuerte, podemos decir 
que en Italia y en España lo están revisando; en todo caso, el voto es limitado a ciertos estratos de la 
institucionalidad política, no a todos. En España hay Alcaldes, sobre todo de ciudades del sur, que son 
alemanes y lo siguen siendo, no se nacionalizan. ¿Por qué? Porque el concepto es que el que vive en este 


lugar tiene derecho a elegir quién lo gobierna. Si yo vivo en esta ciudad, voto y, además, puedo ser elegido 
para gobernarla en esa instancia territorial. Hay distintas tendencias que no marcan de manera inequívoca, en 
el sentido de que el mundo va en la dirección de que todos votan en función de donde nació su abuelo o su 
bisabuelo. 


Me parece que esto no se puede llevar tan lejos, porque realmente hay un proceso de desnacionalización -si 
se me permite la palabra-, no solo por el hecho de irse -lo que no necesariamente es voluntario-, sino porque 
las generaciones se van sucediendo y esa persona pierde todo vínculo afectivo con el país, salvo que es el del 
abuelo. 


Esta es una discusión muy interesante. Me parece importante que quede claro que esta es una posición de 
fondo, no solo porque la Constitución pueda eventualmente no habilitarla. En el caso de que se recorra el 
camino anunciado de modificarla, lo vamos a discutir y lo vamos a hacer con todos los que en este país 
vivimos, votamos y tenemos derechos y obligaciones. Me parece que en caso de que la Constitución 
modificada habilite el derecho al voto, habría que hacer algunas otras modificaciones que tienen que ver con 
temas tributarios, con leyes aplicables. Lo que sucede es que no somos un país que tenga condiciones para 
aplicar su normativa con cierta extraterritorialidad. Para poner un ejemplo actual, diría que si estuviera en esa 
situación a mí no me molestaría votar, pero sí me molestaría bastante tener que pagar el IRPF. Ahora, estando 
aquí, me molestaría que alguien votara y no pagara el IRPF. Vamos a poner el ejemplo hipotético de que 
hubiera estado habilitado el voto en el extranjero para las elecciones de 2004. Entonces, votan a un Gobierno 
que implanta el IRPF -como se está haciendo ahora- y no lo pagan. Así es facílísimo. 


También, tendríamos que profundizar en las conductas desde el punto de vista de la responsabilidad 
ciudadana que tiene alguien que está en el extranjero -no lo digo desde el punto de vista negativo y hay 
estudios acerca de eso- respecto al país en el que vivió y que visión tiene de él. ¿El que se fue en el 60, tiene 
la visión de 2007? ¿Qué visión tiene el que se fue en el 70, en el 80, en el 90, en 2007? Estas son discusiones 
de fondo que anticipamos no queremos eludir, que nos gustaría dar de manera reflexiva, intercambiando 
ideas; no es una esgrima retórica; además, son fundamento de nuestro voto negativo. No es solamente por el 
hecho de que vino el doctor Cassinelli Muñoz y dijo que es inconstitucional, sino que aun si tuviéramos que 
discutir la reforma de la Constitución, entendemos que no habría que habilitar el voto. Creemos que esta 
Constitución consideró las hipótesis que hoy tenemos, pero es verdad -y estoy de acuerdo con el señor 
Diputado Ortuño- que no lo hizo en las actuales circunstancias, en las que realmente ha habido y hay una 
diáspora; pero sí están contenidas en ella las hipótesis que permiten considerar esa situación. Me refiero al 
concepto del vínculo físico de residencia con el país, que es un elemento central. 


Por último, quiero señalar que el artículo 78 de la Constitución dice: "Tienen derecho al sufragio, sin 
necesidad de obtener previamente ciudadanía legal, los hombres y las mujeres extranjeros, de buena 
conducta, con familia constituida en la República, que poseyendo algún capital en giro o propiedad en el país, 
o profesando alguna ciencia, arte o industria, atengan residencia habitual de quince años, por lo menos en la 
República.- La prueba de la residencia se fundará indispensablemente en instrumento público (...)". Hay 
además otros artículos que hablan de cómo se prueba la residencia de manera fehaciente. Es decir, hay toda 
una reiteración en la Constitución que no es casual. Creo que esta norma que plantea quince años de 
residencia en el mundo actual es antigua. El alemán que fue electo Alcalde en un pueblito del sur español no 
necesitó vivir quince años allí. Aquí hay un concepto que va en tono con esto que digo en cuanto a que los 
casos que participan de una integración regional y en los que hay una movilidad muy fuerte entre los 
ciudadanos de distinta nacionalidad, también están considerados en la Constitución uruguaya. Lo que no 
tienen en esta Constitución es la posibilidad de que sean elegidos. Tienen derecho a elegir, pero no a ser 
elegidos, porque en ese caso se necesita ser ciudadano natural o legal y cumplir ciertas condiciones. 


La verdad es que la Constitución contiene todas las hipótesis posibles. Lo que ocurre es que se puede opinar 
que no las contiene o que no las regula en la manera adecuada. Ese sí es un tema de política o de decisión. 


SEÑOR BERNINI- Así como los colegas se han referido a ilustres personalidades en materia de 
derecho constitucional que nos han visitado, yo también pretendía hacer referencia -para que conste en 
la versión taquigráfica- a una intervención del doctor Gros Espiell, quien también tiene una connotada 
trayectoria y sobre el que, obviamente, todos acordamos que es una de las grandes personalidades y un 
orgullo para el país por la relevancia que tiene en materia internacional. 


Me voy a referir al momento en que participó de esta Comisión manifestando, precisamente, cuál era su 
posición respecto al tema de la interpretación del artículo 77 de la Constitución. En el desarrollo de su 
intervención, el doctor Gros Espiell decía: "Es decir que de acuerdo con nuestro sistema constitucional 
¿tienen o no tienen derecho al voto, a participar en los referendos o en plebiscitos los ciudadanos que no 
residen en el país y que están en ejercicio de la ciudadanía?" Y se responde él mismo: "Entiendo que sí, que 
tienen derecho y que esto resulta directamente de la Constitución. Esto deriva directamente de la 
Constitución, porque este derecho resulta de la interpretación clara, y a mi juicio innegable aunque 
comprendo que pueda haber otras posiciones del artículo 77 de la Constitución de la República.- Este 
artículo, que es la base de todo nuestro sistema constitucional en materia de elección e integración de los 
Poderes públicos, dice: "Todo ciudadano es miembro de la soberanía de la Nación; como tal es elector y 
elegible en los casos y formas que se designarán'. En ningún momento la Constitución agrega una exigencia 
de residencia en el país o niega este derecho a los que están fuera del país, y es obvio que la Carta se 
interprete de acuerdo con su letra clara y que no puede agregarse al texto constitucional limitaciones que no 
existan en él. Esto para mí es la clave de todo.- Los problemas y las discrepancias que puedan existir al 
respecto se dirimen en el primer párrafo del artículo 77. De su lectura surge claramente que este derecho 
deriva directamente de la Constitución. Ella no establece ninguna limitación en función de la residencia y, 
por tanto, para mí con esto basta para sostener de una manera irrefutable que los ciudadanos en ejercicio de la 
ciudadanía tienen derecho a votar sin ninguna otra exigencia relativa al lugar de residencia". 


Luego hace referencia del inciso segundo del artículo 77, pero no quiero aburrirlos. Con esto quiero aportar 
también a esta sesión para traer lo que fue un debate muy interesante -que me perdí porque en aquel 
momento no era miembro de esta Comisión pero al que puede acceder a través de la versión taquigráfica- 
entre los "popes" del derecho constitucional -por llamarlos de una manera popular-, muy respetables, en 
cuanto a lo que es la definición de carácter constitucional. 


Saludo la última intervención del señor Diputado Lorenzo, en la que claramente manifiesta la postura del 
Partido Nacional respecto a que, en todo caso, el tema formal o constitucional es sumamente importante pero, 
independientemente de eso, tiene una posición política que ha desarrollado con mucha claridad respecto a no 
estar de acuerdo políticamente con lo que pueda significar el voto de los uruguayos residentes en el exterior. 
No voy a abundar mucho más respecto al tema. 


Me ha quedado muy clara la posición del Partido Nacional. De todas maneras, cuando se incursiona en el 
elemento de la incidencia del voto en lo local o en las circunscripciones locales -poniendo, por ejemplo, el 
caso de España-, entiendo que ese era el margen que precisamente podíamos tener para discutir el alcance del 
voto, en la medida en que hubiera, a priori una voluntad política para discutirlo y ver hasta dónde se podía 
llegar a considerar -a partir de un acuerdo que implicaría una política de Estado- el alcance de la definición 
del ciudadano del exterior con su voto a nivel nacional, si iba a lo local o si no iba. Era un tema opinable y 
estábamos totalmente dispuestos a conversarlo. 


SEÑOR LORENZO.- Está planteado -nosotros lo aceptaríamos- someter hoy el proyecto a votación y 
después recorrer el articulado. Si no se hiciera así, más allá de que tenemos una posición clara y de que 
creemos que estamos reflejando apropiadamente la del Partido, estaríamos dispuestos a generar 
nosotros esa instancia que el señor Diputado Ortuño manifestó que no se había dado o que, por lo 
menos, no había tenido receptividad. Estamos dispuestos a generar una discusión interna y a 
considerar el tema en la próxima reunión del Directorio con todos estos elementos. No quiero que esto 
se tome como que estamos solicitando tiempo para algo que después va a ser votado en forma negativa. 
A priori habría que asumir que ese sería el resultado, pero se puede generar esa instancia. 


SEÑOR BERNINI.- Yo agregaría que en función de lo expresado por el señor Diputado Lorenzo, 
reafirmamos nuestra voluntad política de avanzar -si es posible- en las variantes que pudiera tener la 
consideración del tema, en la medida en que hubiera voluntad política de hacerlo. Si hay alguna 
valoración que discrepa con el tema del mecanismo a partir del voto epistolar, también se podrían 
buscar otras alternativas. 


Al principio de mi primera intervención dije que el mecanismo no es, obviamente, un tema de principios. Por 
eso apuntaba a la voluntad política para luego ver cuáles serían las mejores herramientas, tanto en el alcance 
del voto como en la formas que se puedan dar, porque todos partimos de la base y somos contestes de que 


todos quienes estamos aquí queremos la mayor garantía en el libre ejercicio del voto para el propio ciudadano 
y para el conjunto de la República. 


Quería saludar las distintas opiniones que ha habido sobre el tema que, obviamente, son discrepantes, pero 
han sido, por cierto, respetables y serias en sus contenidos y, por lo menos, aventuran una linda discusión en 
el marco del plenario de la Cámara, sobre todo porque estamos en una etapa de tránsito de la humanidad. Y 
esta no es una reflexión que pretende ser apocalíptica, premonitoria ni mesiánica; simplemente, queremos 
asumir que el tema de los estados nacionales, como bien se dijo, surgieron en una etapa de la humanidad 
revolucionaria y pautaron los tiempos modernos que nos ha tocado vivir. Soy de los que opinan que, 
precisamente, estamos en un tránsito del estado nacional a la globalidad, a la universalización, y por ello 
existen políticas claras, opinables en cuanto a su contenido en la corta, pero, sin duda, en sintonía respecto a 
la necesidad de los bloques regionales, y a la integración, a los efectos de pararse en el mundo desde una 
perspectiva diferente. Muchas veces reducimos esta discusión a lo económico. Yo creo que acá, en todo caso, 
lo económico -que es, básicamente, la primera estructura de cambio- necesariamente también tiene un 
correlato a nivel de los cambios sociales, culturales, etcétera. Por lo tanto, y desde nuestro punto de vista, 
también el tema del voto del ciudadano en el exterior tiene que ver con este proceso, en la medida en que 
teniendo en cuenta lo que han significado los avances tecnológicos, es evidente que no es igual el nivel de 
acceso a la información que puede tener un ciudadano en el mundo de hoy al que podía haber tenido en la 
década del sesenta. Y muchas veces yo creo -o es posible, en todo caso-, que un uruguayo en Groenlandia 
quizás esté más informado que un ciudadano que vive dentro del país porque, en definitiva, los medios por 
los cuales se puede acceder hoy a la información son infinitamente superiores, más cotidianos y de más fácil 
acceso que los que pudieron haber existido hace décadas. Creo que evidentemente es un tema muy 
interesante y que el debate va a ser muy rico. 


Culmino diciendo que apuesto a que quizás después de la interrupción del señor Diputado Lorenzo se pueda 
permitir algún espacio como para compartir un avance en la búsqueda de solución a un tema que, 
obviamente, cuanto más consenso tenga, mejor, porque nos involucra a todos. Comparto con el señor 
Diputado Salsamendi que este es uno de los proyectos de ley más importantes que tenemos a estudio en esta 
Legislatura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si podemos generar espacios de entendimiento, bienvenidos sean. También 
quiero ser muy claro y sincero en el sentido de la voluntad que tenemos, no sólo como coordinación de 
la Comisión sino también en lo personal, de no dilatar resoluciones sobre los distintos proyectos que se 
presentan en la Comisión, una vez dada la natural y enriquecedora discusión sobre los mismos. Digo 
esto porque este es un tema que tenemos a estudio desde el año 2005 e interesa particularmente al 
Presidente de la República, al compañero Tabaré Vázquez; no cometo una infidencia si digo que en 
reiteradas ocasiones nos ha consultado sobre la celeridad en el tratamiento de este proyecto. Por 
supuesto que abrimos la discusión una vez más, como ya expresáramos por nota enviada en abril a los 
Presidentes de los Directorios de los Partidos aquí representados, pero solicitamos a toda la Comisión 
que pasemos en cuanto sea posible a la votación del proyecto. 


Quiero dejar dos constancias que tienen que ver con el fondo del tema. 


Hemos dicho insistentemente que estamos dispuestos a conversar sobre los mecanismos. Inclusive, en alguna 
conversación con algún dirigente de primer nivel de la oposición planteamos nuestra voluntad de estudiar 
hasta el tiempo de entrada en vigencia, si lo que preocupa es la eventual incidencia de estas cuestiones en las 
definiciones electorales que ya se avecinan en el país. Porque estamos hablando en términos históricos de 
resolver un problema e incorporar un asunto muy importante. El tema de fondo es que debemos replantearnos 
algunos conceptos -que están en la Constitución e inspiran a algunos constitucionalistas como el destacado 
doctor Cassinelli Muñoz a quien mucho respetamos- que creemos que realmente tienen que repensarse y 
replantearse. En estos tiempos de un mundo globalizado, plantearse el concepto de nacionalidad 
estrictamente en función del territorio no es adecuado. Ese concepto ha sido superado en la realidad y debe 
ser superado también en la letra de la legislación. La nacionalidad es un fenómeno histórico, es una 
construcción no sólo legal sino cultural y social. En eso tienen mucho que ver las identidades y las historias 
compartidas, además del idioma. Esto ha sido largamente estudiado por muchos académicos y sabemos que 
no depende estrictamente de que se viva en lugar o en otro 


Fundamentar esto por experiencias históricas imperialistas que sin duda hubo -y, lamentablemente, sigue 
habiendo-, nos parece que es abordar solo una parte del tema. Muchos de los países que han incorporado el 
mecanismo del voto para sus ciudadanos que residen en el exterior no han sido imperialistas y algunos que lo 
han sido en un pasado lejano -por ejemplo, España- lo incorporaron cuando sus realidades sociales y 
económicas generaron una emigración de fuerte contenido social, que los llevó a intentar mantener los 
vínculos de pertenencia con aquellos que se iban. Creo que ese es el tema fundamental: tratar de mantener los 
vínculos de pertenencia y garantizar el ejercicio de un derecho que está sostenido en el artículo 77 de la 
Constitución, como diversos juristas han sostenido en esta Comisión. Entonces, no hay una asociación al 
imperialismo sino una visión amplia e incluyente de la nacionalidad. No creo que Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana o Venezuela sean estados imperialistas. 


Tengo dudas en cuanto a la situación que se planteaba en Alemania, en la medida en que algunos estudios que 
esta Comisión pidió establecen que en ese estado el reconocimiento del derecho al voto para los alemanes 
que residan en el exterior el día de la elección se rigen por la ley federal -artículo 12, numerales 2) y 3)?, por 
lo que debo revisar si hubo una actualización en esto. 


Diversos países han encontrado en este concepto de nacionalidad amplia e incluyente la respuesta para el 
mantenimiento de los vínculos y de los lazos que dan razón de ser a una comunidad por sobre las peripecias 
migratorias. 


Efectivamente, el artículo 78 de la Constitución hace una referencia muy fuerte al tema del avecinamiento, 
pero para los extranjeros. De todos modos, debemos revisar la Constitución. Más allá de la suerte que corra 
este proyecto, creo que hay que reformarla porque en algunos aspectos tiene formulaciones anacrónicas que 
debemos actualizar. Creo que el concepto de ciudadanía debe ser más amplio. Inclusive el propio concepto de 
la nacionalidad del artículo 1” en adelante merecen, al menos, un debate. Esto debería expresarse con claridad 
en el texto constitucional. 


Comparto que más que un tema legal y formal -que, sin duda, es muy importante-, tenemos una cuestión de 
fondo que conversar y que hace a la esencia. 


Lo que se ha dicho en cuanto a que los que están afuera no pueden votar porque no sufren ni se benefician de 
las políticas del país, me parece otro argumento absolutamente anacrónico. Lo acaba de decir el señor 
Diputado Bernini: las conexiones en el mundo global, en la sociedad del conocimiento a que hacía referencia 
el Diputado Lorenzo, han cambiado radicalmente esta situación. 


Entonces, si hay políticas de vinculación con el exterior -no me refiero sólo al derecho a votar- como el 
relacionamiento económico en cuanto a las condiciones de remisión de las remesas que se están viendo en 
estos días, a la posibilidad de integración al proceso productivo con el aporte de quienes tienen 
conocimientos científicos -otro de los proyectos que están en desarrollo ahora- a la posibilidad de llevar 
adelante en el país, aún desde el exterior, políticas de soluciones habitacionales o soluciones previsionales en 
lo que tiene que ver con la seguridad social, todas esas cosas que pueden afectar o beneficiar a la gente que 
está en el exterior las deciden los gobiernos. Por lo tanto, esa gente tiene que tener derecho a incidir también 
en la elección de ellos, porque a diferencia de lo que sucedía en el pasado, hoy son afectados o beneficiados 
también por las políticas. 


Entonces, ese argumento ya no es de recibo por el contacto permanente a través de los modernos medios de 
comunicación que tienen quienes están afuera y también porque resultan afectados en sus intereses por las 
políticas que se desarrollan en el país Más aún si es cierto -y yo creo que sí- lo que nos han dicho en distintos 
países nuestros compatriotas emigrantes, en el sentido de que duermen o viven con la maleta atrás de la 
puerta pensando en el proyecto de vuelta al país. Las posibilidades o no de retorno al Uruguay tendrán que 
ver, sin duda, con la prosperidad y las posibilidades que aquí pueden encontrar y ¡vaya si eso depende de los 
Gobiernos que aquí tengamos! 


Sin duda que el tema del aporte económico, que se deslizó por alguna mención a cuestiones tributarias, puede 
estar sobre la mesa. Yo tiendo a sobrevalorar la cuestión de los derechos sobre las cuestiones económicas, 
pero es bueno decir que las remesas, los aportes que envían nuestros compatriotas que viven en el exterior al 
Uruguay son realmente significativos, no solo en nuestro país sino en todo el continente. Se trata de los 
principales mecanismos de ingreso de divisas a América del Sur y también constituye un aporte sustantivo a 


la economía de nuestros países. También por ese lado creo que hay argumentos. Si hay espacios para 
conversar, conversemos. Lo que estaríamos tratando de buscar es un acuerdo entre los integrantes de la 
Comisión, para la semana que viene poder votar el proyecto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quisiera realizar una precisión al señor Diputado Lorenzo y voy en la línea 
de su razonamiento. En realidad, el razonamiento de que quienes están en el exterior no participan, no 
sufren, no gozan, etcétera, de las resoluciones que toma el Gobierno, se resume a quien tiene plata para 
venir y quien no. El que tiene plata viene y vota igual, aunque no pague el IRPF, salvo que se esté 
planteando reformar la Constitución en el sentido de que tampoco esos ciudadanos puedan votar. 
Sobre ese punto -se lo decía a los señores Diputados Lorenzo y Borsari Brenna- tengo diferencias; de 
todos modos me parece muy inteligente el razonamiento, pero en ese punto, la verdad, me parece que 
falla por la base. 


Además, para sorpresa del mundo, las petroleras nacionales han vuelto a ser mucho más importantes que las 
multinacionales. ¿Para dónde va esto? Francamente me congratulo de la capacidad que se ha demostrado para 
saberlo, pero a mí no me da para tanto. 


SEÑOR LORENZO.- Quisiera hacer una precisión sobre la penúltima manifestación realizada por el 
señor Diputado Salsamendi. En realidad, no es que alguien tenga plata para venir a votar o no; el que 
reside en el extranjero y viene a votar tampoco sufre los efectos del buen o mal Gobierno. Por ahí va el 
argumento y no por el lado de si puede o no votar. Eso, llevado al extremo, nos permitiría arribar a la 
hipótesis que plantea el señor Diputado Salsamendi en cuanto a que tampoco deberían -de acuerdo con 
la opinión política que tenemos- venir a votar. Como formalmente pueden hacerlo, lo hacen, pero, en 
realidad, no está del todo bien que alguien que no sufre los efectos del Gobierno que elige, vote; esa es 
mi Opinión. 


En lo que refiere a los procesos, hay un proceso doble, uno de globalización del universo instrumental, de la 
economía, de las comunicaciones, y otro de potenciación de las identidades nacionales y religiosas. Es 
probable que en poco tiempo ya no tenga sentido la discusión sobre el País Vasco, porque España quizás no 
tenga tanto sentido en el marco de la comunidad europea. Obviamente, todo tiene que ver con recursos. 
España va a tercios en su presupuesto, un tercio a la comunidad, un tercio a España, hoy no es así, hoy es la 
mitad al Estado español... 


(Diálogos) 


——_No es lo mismo estar informado por los diarios o por los medios de comunicación actuales, que tener la 
percepción directa de cómo va el país y cómo le va a uno en el marco del país. La gente vota por su 
percepción. Los medios de comunicación influyen sí, por ejemplo, al que está en Groenlandia, pero el que 
está en otro país no puede percibir si el transporte funciona mejor o si hay oportunidades de trabajo en el 
Uruguay. Esa añoranza, que conozco -porque no se crean que son los únicos que tienen contacto con 
emigrados-, es algo que también sucede en lo interno, con gente que vive en Montevideo y añora el pueblito 
de donde viene o en el cual se crió. Todo ese proceso hay que analizarlo, si vamos por ese punto, con un poco 
más de profundidad. 


Por último, quiero hacer dos referencias. Una es bastante dura y la otra... 


(Diálogos) 


En la Comisión se hizo referencia a una intervención del doctor Gros Espiell. Él vino con un libreto 
pobre, hizo referencia a un solo artículo de la Constitución. Todo el contexto y todos los demás textos de esta 
Constitución dicen lo contrario de lo que él expresa. El doctor Gros Espiell llegó a decir que no se precisaban 
dos tercios de votos para la aprobación, y yo le pregunté en aquella ocasión -no tengo la versión taquigráfica, 
pero lo digo de memoria-: "Entonces ¿para qué se precisan los tercios?" A lo que me respondió: "Bueno, es 
un punto de vista interesante...". ¡Cómo va a contestar una cosa que pone en el absurdo el disparate que dijo! 


Quiero evitar una manifestación dura, pero creo que el doctor Gros Espiell en su intervención lo que estaba 
haciendo era ser recíproco políticamente. Y creo que tuvo una intervención que no le hace bien a su prestigio 
como profesor, pero bueno, son cosas en las que se cae a veces cuando se viven circunstancias particulares 


con relación a la situación económico financiera de una persona, que a algunos les hace cambiar la forma de 
pensar y de ver las cosas y a otros no. Por lo tanto, lo dicho no se puede tomar como referencia. Lo dijo; fue 
traído a la Comisión como un connotado profesor, pero fue el único que llegó tan lejos con esas 
manifestaciones. 


Me recuerda al doctor Pérez Pérez, y prefiero terminar en este momento mi intervención para no seguir con 
el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De más está decir que las manifestaciones y expresiones con relación al 
doctor Gros Espiell corren por su cuenta señor Diputado, yo no las comparto... 


SEÑOR LORENZO.- Claro, si las dije yo; no preciso que me las valide, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería expresar que no las comparto y creo que la solidez y la trayectoria del 
doctor Gros Espiell no están en cuestión ni puede ser cuestionada, más allá de las circunstancias 
políticas. Es una realidad que ha habido cambios en algunas personalidades políticas, que creo que 
más que menoscabar, reafirman su inteligencia. 


SEÑOR LORENZO.- Con todo respeto, señor Presidente, no está en su rol contradecir o tratar de 
quitar efecto a mis palabras, que son duras, y si seguimos hablando del doctor Gros Espiell van a ser 
más duras todavía. Dejémoslo ahí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No está en mi rol, está en mi derecho expresar la disonancia o 
disconformidad con una expresión que sin duda ha sido dura y creo que irrespetuosa con relación a 
una figura destacada del país. No tengo problema, si quiere se lo digo desde el llano: no comparto lo 
que usted acaba de decir. 


SEÑOR BERNINI.- A los efectos de aclarar: acá nadie pretende interpretar. 


El señor Diputado Lorenzo ha sido muy claro en sus expresiones. Se me adelantó el señor Presidente en 
decirlo, porque yo pensaba manifestar exactamente lo mismo. Es notorio que ante los juicios de valor que el 
señor Diputado Lorenzo acaba de emitir, tenemos todo el derecho del mundo a hacer nuestro juicio, no para 
enmendar la plana a nadie, sino simplemente para exponer nuestro punto de vista. 


SEÑOR LORENZO.- Está bien. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Voy a decir lo siguiente: de acuerdo con el Reglamento, cada uno puede 
decir lo que quiera. Lo que no se puede, desde la Presidencia, es establecer este tipo de discusiones; por 
eso se determina el criterio de que tanto en la Cámara como en las Comisiones no se hable desde la 
Presidencia, salvo cuando no va a haber discusión respecto a los temas, porque obviamente el 
Presidente lleva para consigo una ventaja que el Reglamento de la Cámara no le concede. 


No lo quise plantear desde el principio, pero las consideraciones que hace un momento hizo el señor 
Presidente respecto al proyecto llevaron consigo críticas, por ejemplo, a mi posición. Bueno, eso no se debió 
haber hecho desde la Presidencia. Está en todo su derecho de hacerlo como legislador, pero desde su banca, 
no ocupando la Presidencia. En cuanto a lo que dijo recién con respecto a las palabras del señor Diputado 
Lorenzo, también tiene todo el derecho a decirlo pero desde su banca, no desde la Presidencia. Debemos 
conservar el estilo en eso, que creo es fundamental para las buenas relaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias, señor Diputado. Sobre las cuestiones de la Presidencia y sus 
prerrogativas y los antecedentes -usted fue Presidente de esta Comisión y debe recordarlo, porque yo lo 
escuché hacer muchas intervenciones sobre muchos proyectos desde la Presidencia- podemos discutir 
amablemente cuando se entienda del caso. De hecho, el cuidado que este Presidente tiene sobre las 
formas ha quedado de manifiesto cuando le pidió a usted mismo que asumiera la Presidencia para 
hacer uso de la palabra en extenso sobre el proyecto, a lo que varios señores legisladores respondieron 
que no era formalmente necesario... 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Yo creo que sí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso le digo que el tema es discutible en función de los antecedentes. 


Lo que sí está en la órbita de la Presidencia -no hay duda de ello- es llamar precisamente al mantenimiento de 
la formalidad y del estilo en la Comisión. Yo creo que calificaciones del tenor de las que se han hecho no 
corresponden sobre alguien que ni siquiera está presente; digo esto por la gravedad de la alusión. 


Si el señor Diputado Borsari quiere, viene acá y discutimos sobre lo que pensamos del doctor Gros Espiell; 
yo lo discuto desde mi banca y desde donde usted quiera, Diputado Borsari. Creo que he sido lo 
suficientemente cuidadoso de la forma como para recibir esa intervención de su parte. 


SEÑOR LORENZO.- Yo sé que lo que digo respecto del doctor Gros Espiell es duro. Y, además, si 
viene acá se lo digo, no tengo ningún problema. De hecho, me gustaría hacerlo. 


Cuando alguien viene a asesorar a esta Comisión en su carácter de académico, yo tengo la obligación de 
evaluar si lo está haciendo en esa condición. Porque además de académica, cada persona -en particular el 
doctor Gros Espiell, y otros- es otra cosa, y entonces, tengo no solo la obligación sino el derecho de evaluar 
si una opinión está desprovista de una intencionalidad política o no. Y puedo manifestar, aunque suene duro, 
que me parece que en el caso del que hablamos no lo estaba. Nada más. Sé que suena duro; es duro, y bueno, 
pero es así. Uno puede decir cosas usando expresiones ofensivas que terminan faltando el respeto, pero 
cuando tiene que usar las palabras que tiene que usar para decir lo que quiere decir, lo debe hacer. Esa es mi 
intención. Inclusive, me limité y no seguí hablando precisamente -y voy a usar una expresión vulgar- para no 
darme manija solo y llegar a expresiones que puedan ser inadecuadas en la Comisión. 


SEÑOR BERNINI.- Mi intención al pedir la palabra es la de recordar que ya estamos un poco pasados 
de la hora de finalización de la sesión. En todo caso, lo que pretendí hacer cuando me anoté fue 
contestar lo que usted respondió en el momento en que tomó la palabra desde la Presidencia. Al final, 
hubo un momento en que el señor Presidente pidió para salir de la Presidencia y nosotros mismos le 
dijimos: "Adelante, Diputado Ortuño, hágalo desde ahí". No creo que haya existido ningún tipo de 
intencionalidad por parte del señor Presidente. 


También me había anotado para dar otro punto de vista sobre la persona del doctor Gros Espiell, pero creo 
que ya el señor Presidente lo ha hecho, por lo que simplemente voy a proponer -si nadie entiende lo 
contrario- que se levante la sesión y que fijemos para la semana que viene otro intercambio. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con la propuesta del señor Diputado Bernini, si todos estamos de 
acuerdo, se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


